
     LEY DE AHORRO Y CRÉDITO POPULAR

Artículo 34.- La información y documentación relativa a las operaciones 
y servicios a que se refiere el Artículo 36 de la presente Ley, tendrá 
carácter confidencial, por lo que las Sociedades Financieras Populares, 
en protección del derecho a la privacidad de sus Clientes que en este 
Artículo se establece, en ningún caso podrán dar noticias o información 
de los depósitos, operaciones o servicios, sino al depositante, deudor, 
titular, beneficiario, a sus representantes legales o a quienes tengan 
otorgado poder para disponer de la cuenta o para intervenir en la opera-
ción o servicio.

Como excepción a lo dispuesto por el párrafo anterior, las Sociedades 
Financieras Populares estarán obligadas a dar las noticias o información 
a que se refiere dicho párrafo, cuando lo solicite la autoridad judicial en 
virtud de providencia dictada en juicio en el que el titular o, en su caso, el 
depositante, deudor, titular o beneficiario sea parte o acusado. Para los 
efectos del presente párrafo, la autoridad judicial podrá formular su 
solicitud directamente a la Sociedad Financiera Popular con nivel de 
operaciones I a IV, o a través de la Comisión.

Las Sociedades Financieras Populares también estarán exceptuadas de 
la prohibición prevista en el primer párrafo de este Artículo y, por tanto, 
obligadas a dar las noticias o información mencionadas, en los casos en 
que sean solicitadas por las autoridades siguientes:

I.         El Procurador General de la República o el servidor público en 
quien delegue facultades para requerir información, para la 
comprobación del cuerpo del delito y de la probable responsabilidad 
del indiciado;

II.        Los procuradores generales de justicia de los Estados de la 
Federación y del Distrito Federal o subprocuradores, para la 
comprobación del cuerpo del delito y de la probable responsabilidad 
del indiciado;

III.        El Procurador General de Justicia Militar, para la comprobación 
del cuerpo del delito y de la probable responsabilidad del indiciado;

IV.          Las autoridades hacendarias federales, para fines fiscales;

V.           La Secretaría, para efectos de lo dispuesto por el Artículo 124 de 
la presente Ley;

VI. El Tesorero de la Federación, cuando el acto de vigilancia lo 
amerite, para solicitar los estados de cuenta y cualquier otra 
información relativa a las cuentas personales de los servidores 
públicos, auxiliares y, en su caso, particulares relacionados con 
la investigación de que se trate;

VII. La Auditoría Superior de la Federación, en ejercicio de sus 
facultades de revisión y fiscalización de la Cuenta Pública 
Federal y respecto a cuentas o contratos a través de los cuáles 
se administren o ejerzan recursos públicos federales;

VIII. El titular y los subsecretarios de la Secretaría de la Función 
Pública, en ejercicio de sus facultades de investigación o auditoría 
para verificar la evolución del patrimonio de los servidores 
públicos federales.

La solicitud información y documentación a que se refiere el párrafo 
anterior, deberá formularse en todo caso, dentro del procedimiento de de 
verificación a que se refieren los Artículos 41 y 42 de la Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, y

IX. La Unidad de Fiscalización de los Recursos de los Partidos 
Políticos, órgano técnico del Consejo General del Instituto 
Federal Electoral, para el ejercicio de sus atribuciones legales, 
en los términos establecidos en el Código Federal de Instituciones 
y Procedimientos Electorales. Las autoridades electorales de las 
entidades federativas solicitarán y obtendrán la información que 
resulte necesaria también para el ejercicio de sus atribuciones 
legales a través de la unidad primeramente mencionada.

Las autoridades mencionadas en las fracciones anteriores solicitarán las 
noticias o información a que se refiere este Artículo en el ejercicio de sus 
facultades y de conformidad con las disposiciones legales que les 
resulten aplicables.

Las solicitudes a que se refiere el tercer párrafo de este Artículo deberán 
formularse con la debida fundamentación y motivación, por conducto de 
la Comisión respecto de las Sociedades Financieras Populares. Los 
servidores públicos y las instituciones señalados en las fracciones I y VII, 
y la unidad de fiscalización a que se refiere la fracción IX, podrán optar 
por solicitar a la autoridad judicial que expida la orden correspondiente, a 
efecto de que la Sociedad Financiera Popular entregue la información 
requerida, siempre que dichos servidores o autoridades especifiquen la 
denominación de la Sociedad, el número de cuenta, nombre del 
cuentahabiente o Cliente y demás datos y elementos que permitan su 
identificación plena, de acuerdo con la operación de que se trate.

Los empleados y funcionarios de las Sociedades Financieras Populares 
serán responsables, en los términos de las disposiciones aplicables, por 
violación del secreto que se establece y las sociedades estarán obligadas 
en caso de revelación indebida del secreto, a reparar los daños y 
perjuicios que se causen.

Lo anterior, no afecta en forma alguna la obligación que tienen las 
Sociedades Financieras Populares de proporcionar a la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, toda clase de información y documentos 
que, en ejercicio de sus funciones de inspección y vigilancia, les solicite 
en relación con las operaciones que celebren y los servicios que presten.

Los documentos y los datos que proporcionen las Sociedades Financieras 
Populares como consecuencia de las excepciones del presente Artículo, 
sólo podrán ser utilizados en las actuaciones que correspondan en 
términos de Ley y, respecto de aquéllos, se deberá observar la más 
estricta confidencialidad, aun cuando el servidor público que hubiere 
tenido conocimiento de la información de que se trate, se separe del 
servicio. Al servidor público que indebidamente quebrante la reserva de 
las actuaciones, proporcione copia de las mismas o de los documentos 
con ellas relacionados, o que de cualquier otra forma revele información 
en ellos contenida, quedará sujeto a las responsabilidades administrativas, 
civiles o penales correspondientes.

Las Sociedades Financieras Populares deberán dar contestación a los 
requerimientos que la Comisión les formule en virtud de las peticiones de 
las autoridades indicadas en este Artículo, dentro de los plazos que la 
misma determine. La propia Comisión podrá sancionar a las sociedades 
que no cumplan con los plazos y condiciones que se establezcan, de 
conformidad con lo dispuesto por el Título Sexto de la presente Ley.

La Comisión emitirá disposiciones de carácter general en las que 
establezca los requisitos que deberán reunir las solicitudes o requerimientos 
de información que formulen las autoridades a que se refiere este Artículo, 
a efecto de que las Sociedades Financieras Populares requeridas estén 
en aptitud de identificar, localizar y aportar las noticias o información 
solicitadas.

III. En la comisión del delito se detenga en calidad de rehén a una 
persona.

Artículo 148 Bis.- Se impondrá pena de prisión de quince a cuarenta 
años y de cuatrocientos a mil doscientos días multa, sin perjuicio de las 
penas que correspondan por otros delitos que resulten:

I. A quien utilizando sustancias tóxicas, armas químicas, biológicas o 
similares, material radioactivo, material nuclear, combustible 
nuclear, mineral radiactivo, fuente de radiación o instrumentos 
que emitan radiaciones, explosivos o armas de fuego, o por 
incendio, inundación o por cualquier otro medio violento, realice 
en territorio mexicano, actos en contra de bienes, personas o 
servicios, de un Estado extranjero, o de cualquier organismo u 
organización internacionales, que produzcan alarma, temor o 
terror en la población o en un grupo o sector de ella, para presionar 
a la autoridad de ese Estado extranjero, u obligar a éste o a un 
organismo u organización internacionales para que tomen una 
determinación;

II. Al que cometa el delito de homicidio o algún acto contra la 
libertad de una persona internacionalmente protegida;

III. Al que realice, en territorio mexicano, cualquier acto violento en 
contra de locales oficiales, residencias particulares o medios de 
transporte de una persona internacionalmente protegida, que 
atente en contra de su vida o su libertad, o 

IV. Al que acuerde o prepare en territorio mexicano un acto terrorista 
que se pretenda cometer, se esté cometiendo o se haya cometido 
en el extranjero. 

Para efectos de este artículo se entenderá como persona internacionalmente 
protegida a un jefe de Estado incluso cada uno de los miembros de un 
órgano colegiado cuando, de conformidad con la constitución respectiva, 
cumpla las funciones de jefe de Estado, un jefe de gobierno o un ministro 
de relaciones exteriores, así como los miembros de su familia que lo 
acompañen y, además, a cualquier representante, funcionario o personalidad 
oficial de un Estado o cualquier funcionario, personalidad oficial u otro 
agente de una organización intergubernamental que, en el momento y en 
el lugar en que se cometa un delito contra él, los miembros de su familia 
que habiten con él, sus locales oficiales, su residencia particular o sus 
medios de transporte, tenga derecho a una protección especial conforme 
al derecho internacional.

Artículo 400 Bis. Se impondrá de cinco a quince años de prisión y de mil 
a cinco mil días multa al que, por sí o por interpósita persona realice 
cualquiera de las siguientes conductas:

I. Adquiera, enajene, administre, custodie, posea, cambie, 
convierta, deposite, retire, dé o reciba por cualquier motivo, 
invierta, traspase, transporte o transfiera, dentro del territorio 
nacional, de éste hacia el extranjero o a la inversa, recursos, 
derechos o bienes de cualquier naturaleza, cuando tenga 
conocimiento de que proceden o representan el producto de una 
actividad ilícita, o 

II. Oculte, encubra o pretenda ocultar o encubrir la naturaleza, 
origen, ubicación, destino, movimiento, propiedad o titularidad 
de recursos, derechos o bienes, cuando tenga conocimiento de 
que proceden o representan el producto de una actividad ilícita.

Para efectos de este Capítulo, se entenderá que son producto de una 
actividad ilícita, los recursos, derechos o bienes de cualquier naturaleza, 
cuando existan indicios fundados o certeza de que provienen directa o 
indirectamente, o representan las ganancias derivadas de la comisión de 
algún delito y no pueda acreditarse su legítima procedencia. 

En caso de conductas previstas en este Capítulo, en las que se utilicen 
servicios de instituciones que integran el sistema financiero, para 
proceder penalmente se requerirá la denuncia previa de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público. 

Cuando la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en ejercicio de sus 
facultades de fiscalización, encuentre elementos que permitan presumir 
la comisión de alguno de los delitos referidos en este Capítulo, deberá 
ejercer respecto de los mismos las facultades de comprobación que le 
confieren las leyes y denunciar los hechos que probablemente puedan 
constituir dichos ilícitos.

      CÓDIGO DE COMERCIO

Artículo 97.- Cuando la ley requiera o las partes acuerden la existencia 
de una Firma en relación con un Mensaje de Datos, se entenderá 
satisfecho dicho requerimiento si se utiliza una Firma Electrónica que 
resulte apropiada para los fines para los cuales se generó o comunicó 
ese Mensaje de Datos.

La Firma Electrónica se considerará Avanzada o Fiable si cumple por lo 
menos los siguientes requisitos:

I.  Los Datos de Creación de la Firma, en el contexto en que son 
utilizados, corresponden exclusivamente al Firmante;

II.  Los Datos de Creación de la Firma estaban, en el momento de 
la firma, bajo el control exclusivo del Firmante;

III.  Es posible detectar cualquier alteración de la Firma Electrónica 
hecha después del momento de la firma, y

IV.  Respecto a la integridad de la información de un Mensaje de 
Datos, es posible detectar cualquier alteración de ésta hecha 
después del momento de la firma.

Lo dispuesto en el presente artículo se entenderá sin perjuicio de la 
posibilidad de que cualquier persona demuestre de cualquier otra 
manera la fiabilidad de una Firma Electrónica; o presente pruebas de que 
una Firma Electrónica no es fiable.

DISPOSICIONES DE CARÁCTER GENERAL APLICABLES A LAS 
ENTIDADES DE AHORRO Y CRÉDITO POPULAR, ORGANISMOS 
DE INTEGRACIÓN, SOCIEDADES FINANCIERAS COMUNITARIAS 
Y ORGANISMOS DE INTEGRACIÓN FINANCIERA RURAL, A QUE 
SE REFIERE LA LEY DE AHORRO Y CREDITO POPULAR

Artículo 265 Bis 9.- La Sociedad Financiera Popular podrá permitir a sus 
Usuarios registrar Cuentas Destino Recurrentes, siempre y cuando se 
sujeten a lo siguiente: 

I. Utilizar, al momento de la solicitud de registro de la Cuenta 
Destino Recurrente, un segundo Factor de Autenticación 
Categorías 3 o 4 a que se refiere el Artículo 265 Bis 4 de estas 
disposiciones.

II. Para que un Usuario solicite el registro de una Cuenta Destino 
Recurrente, esta deberá cumplir con los siguientes requisitos:

a) Haber transcurrido 90 días desde su registro como Cuenta 
Destino.

b) Que en dicho período, el Usuario haya utilizado la Cuenta 
Destino al menos en 3 ocasiones.

c) Que no se hayan presentado reclamaciones sobre dichas 
operaciones en el período mencionado en el inciso a). 

III. Para realizar operaciones monetarias hacia la Cuenta Destino 
Recurrente, la Sociedad Financiera Popular podrá solicitar al 
Usuario un solo Factor de Autenticación Categorías 2, 3 o 4.

Artículo 45 Bis.- Las Sociedades Financieras Populares podrán pactar 
la celebración de sus operaciones y la prestación de servicios con sus 
clientes mediante el uso de equipos, medios electrónicos, ópticos o de 
cualquier otra tecnología, sistemas automatizados de procesamiento de datos y 
redes de telecomunicaciones, ya sean privados o públicos, y establecerán 
en los contratos respectivos las bases para determinar lo siguiente:

I. Las operaciones y servicios cuya prestación se pacte;

II. Los medios de identificación del usuario y las responsabilidades 
correspondientes a su uso, y 

III. Los medios por los que se hagan constar la creación, transmisión, 
modificación o extinción de derechos y obligaciones inherentes 
a las operaciones y servicios de que se trate. 

Cuando así lo acuerden con su clientela, las Sociedades Financieras 
Populares podrán suspender o cancelar el trámite de operaciones que 
aquella pretenda realizar mediante el uso de equipos o medios a que se 
refiere el primer párrafo de este artículo, siempre que cuenten con 
elementos suficientes para presumir que los medios de identificación 
pactados para tal efecto han sido utilizados en forma indebida. Lo 
anterior también resultará aplicable cuando dichas Sociedades detecten 
algún error en la instrucción respectiva. 

Asimismo, las Sociedades Financieras Populares podrán acordar con su 
clientela que, cuando ésta haya recibido recursos mediante alguno de los 
equipos o medios señalados en el párrafo anterior y aquéllas cuenten 
con elementos suficientes para presumir que los medios de identificación 
pactados para tal efecto han sido utilizados en forma indebida, podrán 
restringir hasta por quince días hábiles la disposición de tales recursos, a 
fin de llevar a cabo las investigaciones y las consultas que sean necesarias 
con otras Sociedades Financieras Populares relacionadas con la operación 
de que se trate. La Sociedad de que se trate podrá prorrogar el plazo 
antes referido hasta por diez días hábiles más, siempre que se haya 
dado vista a la autoridad competente sobre probables hechos ilícitos 
cometidos en virtud de la operación respectiva. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando las Sociedad 
Financiera Popular de que se trate así lo haya acordado con su clientela, 
en los casos en que, por motivo de las investigaciones antes referidas, 
tengan evidencia de que la cuenta respectiva fue abierta con información 
o documentación falsa, o bien, que los medios de identificación pactados 
para la realización de la operación de que se trate fueron utilizados en 
forma indebida, podrán, bajo su responsabilidad, cargar el importe 
respectivo con el propósito de que se abone en la cuenta de la que 
procedieron los recursos correspondientes. 

Las Sociedades Financieras Populares que por error hayan abonado 
recursos en alguna de las cuentas que lleven a su clientela, podrán 
cargar el importe respectivo a la cuenta de que se trate con el propósito 
de corregir el error, siempre que así lo hayan pactado con ella. 

En los casos señalados en los cuatro párrafos anteriores, las Sociedades 
Financieras Populares deberán notificar al cliente respectivo la realización 
de cualquiera de las acciones que hayan llevado a cabo de conformidad 
con lo previsto en los mismos. 

El uso de los medios de identificación que se establezcan conforme a lo 
previsto por este artículo, en sustitución de la firma autógrafa, producirá 
los mismos efectos que las leyes otorgan a los documentos correspondientes 
y, en consecuencia, tendrán el mismo valor probatorio. 

La instalación y el uso de los equipos y medios señalados en el primer 
párrafo de este artículo se sujetarán a las reglas de carácter general que 
emita la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, sin perjuicio de las 
facultades con que cuenta el Banco de México para regular las operaciones 
relacionadas con los sistemas de pagos y las de transferencias de fondos 
en términos de su ley. 

Las Sociedades Financieras Populares podrán intercambiar la información 
contemplada en las disposiciones de carácter general a que se refiere el 

artículo 124 de esta Ley, con el fin de fortalecer las medidas para prevenir 
y detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favorecer, 
prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la 
comisión de los delitos en contra de su clientela o de la propia Sociedad. 

El intercambio de información a que se refiere el párrafo anterior no 
implicará trasgresión alguna a lo establecido en el artículo 34 de esta 
Ley.

Artículo 105.- Las Sociedades Financieras Populares estarán obligadas 
a pagar al Fondo de Protección, las cuotas mensuales que determine el 
Comité de Protección al Ahorro.

El Fondo de Protección tendrá como fin primordial, procurar cubrir los 
depósitos de dinero de cada ahorrador a que se refiere el inciso a) de la 
fracción I del Artículo 36 de la presente Ley, en los términos establecidos 
por el Artículo 112 de la misma, hasta por una cantidad equivalente a 
veinticinco mil UDIS, por persona física o moral, cualquiera que sea el 
número y clase de operaciones a su favor y a cargo de una misma 
Sociedad Financiera Popular, en caso de que se declare su disolución y 
liquidación, o se decrete su concurso mercantil.

El Fondo de Protección no garantizará las operaciones siguientes:

I. Las obligaciones o depósitos a favor de los miembros del 
Consejo de Administración y comisario, así como de funcionarios 
de los dos primeros niveles jerárquicos de la Sociedad Financiera 
Popular de que se trate.

II. Las operaciones que no se hayan sujetado a las disposiciones 
legales, reglamentarias, administrativas, así como a las sanas 
prácticas y usos entre las Sociedades Financieras Populares, en 
las que exista mala fe del titular y las relacionadas con actos u 
operaciones ilícitas que se ubiquen en los supuestos del Artículo 
400 Bis del Código Penal para el Distrito Federal en Materia de 
Fuero Común y para toda la República en Materia de Fuero 
Federal.

Las Sociedades Financieras Populares tendrán la obligación de informar 
a sus Clientes, así como al público en general, sobre los términos y 
condiciones del Fondo de Protección.

    CÓDIGO PENAL FEDERAL

Artículo 139.- Se impondrá pena de prisión de quince a cuarenta años y 
cuatrocientos a mil doscientos días multa, sin perjuicio de las penas que 
correspondan por otros delitos que resulten:

I. A quien utilizando sustancias tóxicas, armas químicas, biológicas o 
similares, material radioactivo, material nuclear, combustible 
nuclear, mineral radiactivo, fuente de radiación o instrumentos 
que emitan radiaciones, explosivos, o armas de fuego, o por 
incendio, inundación o por cualquier otro medio violento, 
intencionalmente realice actos en contra de bienes o servicios, 
ya sea públicos o privados, o bien, en contra de la integridad 
física, emocional, o la vida de personas, que produzcan alarma, 
temor o terror en la población o en un grupo o sector de ella, 
para atentar contra la seguridad nacional o presionar a la 
autoridad o a un particular, u obligar a éste para que tome una 
determinación.

II. Al que acuerde o prepare un acto terrorista que se pretenda 
cometer, se esté cometiendo o se haya cometido en territorio 
nacional. 

Las sanciones a que se refiere el primer párrafo de este artículo se 
aumentarán en una mitad, cuando además: 

I. El delito sea cometido en contra de un bien inmueble de acceso 
público; 

II. Se genere un daño o perjuicio a la economía nacional, o 
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     LEY DE AHORRO Y CRÉDITO POPULAR

Artículo 34.- La información y documentación relativa a las operaciones 
y servicios a que se refiere el Artículo 36 de la presente Ley, tendrá 
carácter confidencial, por lo que las Sociedades Financieras Populares, 
en protección del derecho a la privacidad de sus Clientes que en este 
Artículo se establece, en ningún caso podrán dar noticias o información 
de los depósitos, operaciones o servicios, sino al depositante, deudor, 
titular, beneficiario, a sus representantes legales o a quienes tengan 
otorgado poder para disponer de la cuenta o para intervenir en la opera-
ción o servicio.

Como excepción a lo dispuesto por el párrafo anterior, las Sociedades 
Financieras Populares estarán obligadas a dar las noticias o información 
a que se refiere dicho párrafo, cuando lo solicite la autoridad judicial en 
virtud de providencia dictada en juicio en el que el titular o, en su caso, el 
depositante, deudor, titular o beneficiario sea parte o acusado. Para los 
efectos del presente párrafo, la autoridad judicial podrá formular su 
solicitud directamente a la Sociedad Financiera Popular con nivel de 
operaciones I a IV, o a través de la Comisión.

Las Sociedades Financieras Populares también estarán exceptuadas de 
la prohibición prevista en el primer párrafo de este Artículo y, por tanto, 
obligadas a dar las noticias o información mencionadas, en los casos en 
que sean solicitadas por las autoridades siguientes:

I.         El Procurador General de la República o el servidor público en 
quien delegue facultades para requerir información, para la 
comprobación del cuerpo del delito y de la probable responsabilidad 
del indiciado;

II.        Los procuradores generales de justicia de los Estados de la 
Federación y del Distrito Federal o subprocuradores, para la 
comprobación del cuerpo del delito y de la probable responsabilidad 
del indiciado;

III.        El Procurador General de Justicia Militar, para la comprobación 
del cuerpo del delito y de la probable responsabilidad del indiciado;

IV.          Las autoridades hacendarias federales, para fines fiscales;

V.           La Secretaría, para efectos de lo dispuesto por el Artículo 124 de 
la presente Ley;

VI. El Tesorero de la Federación, cuando el acto de vigilancia lo 
amerite, para solicitar los estados de cuenta y cualquier otra 
información relativa a las cuentas personales de los servidores 
públicos, auxiliares y, en su caso, particulares relacionados con 
la investigación de que se trate;

VII. La Auditoría Superior de la Federación, en ejercicio de sus 
facultades de revisión y fiscalización de la Cuenta Pública 
Federal y respecto a cuentas o contratos a través de los cuáles 
se administren o ejerzan recursos públicos federales;

VIII. El titular y los subsecretarios de la Secretaría de la Función 
Pública, en ejercicio de sus facultades de investigación o auditoría 
para verificar la evolución del patrimonio de los servidores 
públicos federales.

La solicitud información y documentación a que se refiere el párrafo 
anterior, deberá formularse en todo caso, dentro del procedimiento de de 
verificación a que se refieren los Artículos 41 y 42 de la Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, y

IX. La Unidad de Fiscalización de los Recursos de los Partidos 
Políticos, órgano técnico del Consejo General del Instituto 
Federal Electoral, para el ejercicio de sus atribuciones legales, 
en los términos establecidos en el Código Federal de Instituciones 
y Procedimientos Electorales. Las autoridades electorales de las 
entidades federativas solicitarán y obtendrán la información que 
resulte necesaria también para el ejercicio de sus atribuciones 
legales a través de la unidad primeramente mencionada.

Las autoridades mencionadas en las fracciones anteriores solicitarán las 
noticias o información a que se refiere este Artículo en el ejercicio de sus 
facultades y de conformidad con las disposiciones legales que les 
resulten aplicables.

Las solicitudes a que se refiere el tercer párrafo de este Artículo deberán 
formularse con la debida fundamentación y motivación, por conducto de 
la Comisión respecto de las Sociedades Financieras Populares. Los 
servidores públicos y las instituciones señalados en las fracciones I y VII, 
y la unidad de fiscalización a que se refiere la fracción IX, podrán optar 
por solicitar a la autoridad judicial que expida la orden correspondiente, a 
efecto de que la Sociedad Financiera Popular entregue la información 
requerida, siempre que dichos servidores o autoridades especifiquen la 
denominación de la Sociedad, el número de cuenta, nombre del 
cuentahabiente o Cliente y demás datos y elementos que permitan su 
identificación plena, de acuerdo con la operación de que se trate.

Los empleados y funcionarios de las Sociedades Financieras Populares 
serán responsables, en los términos de las disposiciones aplicables, por 
violación del secreto que se establece y las sociedades estarán obligadas 
en caso de revelación indebida del secreto, a reparar los daños y 
perjuicios que se causen.

Lo anterior, no afecta en forma alguna la obligación que tienen las 
Sociedades Financieras Populares de proporcionar a la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, toda clase de información y documentos 
que, en ejercicio de sus funciones de inspección y vigilancia, les solicite 
en relación con las operaciones que celebren y los servicios que presten.

Los documentos y los datos que proporcionen las Sociedades Financieras 
Populares como consecuencia de las excepciones del presente Artículo, 
sólo podrán ser utilizados en las actuaciones que correspondan en 
términos de Ley y, respecto de aquéllos, se deberá observar la más 
estricta confidencialidad, aun cuando el servidor público que hubiere 
tenido conocimiento de la información de que se trate, se separe del 
servicio. Al servidor público que indebidamente quebrante la reserva de 
las actuaciones, proporcione copia de las mismas o de los documentos 
con ellas relacionados, o que de cualquier otra forma revele información 
en ellos contenida, quedará sujeto a las responsabilidades administrativas, 
civiles o penales correspondientes.

Las Sociedades Financieras Populares deberán dar contestación a los 
requerimientos que la Comisión les formule en virtud de las peticiones de 
las autoridades indicadas en este Artículo, dentro de los plazos que la 
misma determine. La propia Comisión podrá sancionar a las sociedades 
que no cumplan con los plazos y condiciones que se establezcan, de 
conformidad con lo dispuesto por el Título Sexto de la presente Ley.

La Comisión emitirá disposiciones de carácter general en las que 
establezca los requisitos que deberán reunir las solicitudes o requerimientos 
de información que formulen las autoridades a que se refiere este Artículo, 
a efecto de que las Sociedades Financieras Populares requeridas estén 
en aptitud de identificar, localizar y aportar las noticias o información 
solicitadas.

III. En la comisión del delito se detenga en calidad de rehén a una 
persona.

Artículo 148 Bis.- Se impondrá pena de prisión de quince a cuarenta 
años y de cuatrocientos a mil doscientos días multa, sin perjuicio de las 
penas que correspondan por otros delitos que resulten:

I. A quien utilizando sustancias tóxicas, armas químicas, biológicas o 
similares, material radioactivo, material nuclear, combustible 
nuclear, mineral radiactivo, fuente de radiación o instrumentos 
que emitan radiaciones, explosivos o armas de fuego, o por 
incendio, inundación o por cualquier otro medio violento, realice 
en territorio mexicano, actos en contra de bienes, personas o 
servicios, de un Estado extranjero, o de cualquier organismo u 
organización internacionales, que produzcan alarma, temor o 
terror en la población o en un grupo o sector de ella, para presionar 
a la autoridad de ese Estado extranjero, u obligar a éste o a un 
organismo u organización internacionales para que tomen una 
determinación;

II. Al que cometa el delito de homicidio o algún acto contra la 
libertad de una persona internacionalmente protegida;

III. Al que realice, en territorio mexicano, cualquier acto violento en 
contra de locales oficiales, residencias particulares o medios de 
transporte de una persona internacionalmente protegida, que 
atente en contra de su vida o su libertad, o 

IV. Al que acuerde o prepare en territorio mexicano un acto terrorista 
que se pretenda cometer, se esté cometiendo o se haya cometido 
en el extranjero. 

Para efectos de este artículo se entenderá como persona internacionalmente 
protegida a un jefe de Estado incluso cada uno de los miembros de un 
órgano colegiado cuando, de conformidad con la constitución respectiva, 
cumpla las funciones de jefe de Estado, un jefe de gobierno o un ministro 
de relaciones exteriores, así como los miembros de su familia que lo 
acompañen y, además, a cualquier representante, funcionario o personalidad 
oficial de un Estado o cualquier funcionario, personalidad oficial u otro 
agente de una organización intergubernamental que, en el momento y en 
el lugar en que se cometa un delito contra él, los miembros de su familia 
que habiten con él, sus locales oficiales, su residencia particular o sus 
medios de transporte, tenga derecho a una protección especial conforme 
al derecho internacional.

Artículo 400 Bis. Se impondrá de cinco a quince años de prisión y de mil 
a cinco mil días multa al que, por sí o por interpósita persona realice 
cualquiera de las siguientes conductas:

I. Adquiera, enajene, administre, custodie, posea, cambie, 
convierta, deposite, retire, dé o reciba por cualquier motivo, 
invierta, traspase, transporte o transfiera, dentro del territorio 
nacional, de éste hacia el extranjero o a la inversa, recursos, 
derechos o bienes de cualquier naturaleza, cuando tenga 
conocimiento de que proceden o representan el producto de una 
actividad ilícita, o 

II. Oculte, encubra o pretenda ocultar o encubrir la naturaleza, 
origen, ubicación, destino, movimiento, propiedad o titularidad 
de recursos, derechos o bienes, cuando tenga conocimiento de 
que proceden o representan el producto de una actividad ilícita.

Para efectos de este Capítulo, se entenderá que son producto de una 
actividad ilícita, los recursos, derechos o bienes de cualquier naturaleza, 
cuando existan indicios fundados o certeza de que provienen directa o 
indirectamente, o representan las ganancias derivadas de la comisión de 
algún delito y no pueda acreditarse su legítima procedencia. 

En caso de conductas previstas en este Capítulo, en las que se utilicen 
servicios de instituciones que integran el sistema financiero, para 
proceder penalmente se requerirá la denuncia previa de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público. 

Cuando la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en ejercicio de sus 
facultades de fiscalización, encuentre elementos que permitan presumir 
la comisión de alguno de los delitos referidos en este Capítulo, deberá 
ejercer respecto de los mismos las facultades de comprobación que le 
confieren las leyes y denunciar los hechos que probablemente puedan 
constituir dichos ilícitos.

      CÓDIGO DE COMERCIO

Artículo 97.- Cuando la ley requiera o las partes acuerden la existencia 
de una Firma en relación con un Mensaje de Datos, se entenderá 
satisfecho dicho requerimiento si se utiliza una Firma Electrónica que 
resulte apropiada para los fines para los cuales se generó o comunicó 
ese Mensaje de Datos.

La Firma Electrónica se considerará Avanzada o Fiable si cumple por lo 
menos los siguientes requisitos:

I.  Los Datos de Creación de la Firma, en el contexto en que son 
utilizados, corresponden exclusivamente al Firmante;

II.  Los Datos de Creación de la Firma estaban, en el momento de 
la firma, bajo el control exclusivo del Firmante;

III.  Es posible detectar cualquier alteración de la Firma Electrónica 
hecha después del momento de la firma, y

IV.  Respecto a la integridad de la información de un Mensaje de 
Datos, es posible detectar cualquier alteración de ésta hecha 
después del momento de la firma.

Lo dispuesto en el presente artículo se entenderá sin perjuicio de la 
posibilidad de que cualquier persona demuestre de cualquier otra 
manera la fiabilidad de una Firma Electrónica; o presente pruebas de que 
una Firma Electrónica no es fiable.

DISPOSICIONES DE CARÁCTER GENERAL APLICABLES A LAS 
ENTIDADES DE AHORRO Y CRÉDITO POPULAR, ORGANISMOS 
DE INTEGRACIÓN, SOCIEDADES FINANCIERAS COMUNITARIAS 
Y ORGANISMOS DE INTEGRACIÓN FINANCIERA RURAL, A QUE 
SE REFIERE LA LEY DE AHORRO Y CREDITO POPULAR

Artículo 265 Bis 9.- La Sociedad Financiera Popular podrá permitir a sus 
Usuarios registrar Cuentas Destino Recurrentes, siempre y cuando se 
sujeten a lo siguiente: 

I. Utilizar, al momento de la solicitud de registro de la Cuenta 
Destino Recurrente, un segundo Factor de Autenticación 
Categorías 3 o 4 a que se refiere el Artículo 265 Bis 4 de estas 
disposiciones.

II. Para que un Usuario solicite el registro de una Cuenta Destino 
Recurrente, esta deberá cumplir con los siguientes requisitos:

a) Haber transcurrido 90 días desde su registro como Cuenta 
Destino.

b) Que en dicho período, el Usuario haya utilizado la Cuenta 
Destino al menos en 3 ocasiones.

c) Que no se hayan presentado reclamaciones sobre dichas 
operaciones en el período mencionado en el inciso a). 

III. Para realizar operaciones monetarias hacia la Cuenta Destino 
Recurrente, la Sociedad Financiera Popular podrá solicitar al 
Usuario un solo Factor de Autenticación Categorías 2, 3 o 4.

Artículo 45 Bis.- Las Sociedades Financieras Populares podrán pactar 
la celebración de sus operaciones y la prestación de servicios con sus 
clientes mediante el uso de equipos, medios electrónicos, ópticos o de 
cualquier otra tecnología, sistemas automatizados de procesamiento de datos y 
redes de telecomunicaciones, ya sean privados o públicos, y establecerán 
en los contratos respectivos las bases para determinar lo siguiente:

I. Las operaciones y servicios cuya prestación se pacte;

II. Los medios de identificación del usuario y las responsabilidades 
correspondientes a su uso, y 

III. Los medios por los que se hagan constar la creación, transmisión, 
modificación o extinción de derechos y obligaciones inherentes 
a las operaciones y servicios de que se trate. 

Cuando así lo acuerden con su clientela, las Sociedades Financieras 
Populares podrán suspender o cancelar el trámite de operaciones que 
aquella pretenda realizar mediante el uso de equipos o medios a que se 
refiere el primer párrafo de este artículo, siempre que cuenten con 
elementos suficientes para presumir que los medios de identificación 
pactados para tal efecto han sido utilizados en forma indebida. Lo 
anterior también resultará aplicable cuando dichas Sociedades detecten 
algún error en la instrucción respectiva. 

Asimismo, las Sociedades Financieras Populares podrán acordar con su 
clientela que, cuando ésta haya recibido recursos mediante alguno de los 
equipos o medios señalados en el párrafo anterior y aquéllas cuenten 
con elementos suficientes para presumir que los medios de identificación 
pactados para tal efecto han sido utilizados en forma indebida, podrán 
restringir hasta por quince días hábiles la disposición de tales recursos, a 
fin de llevar a cabo las investigaciones y las consultas que sean necesarias 
con otras Sociedades Financieras Populares relacionadas con la operación 
de que se trate. La Sociedad de que se trate podrá prorrogar el plazo 
antes referido hasta por diez días hábiles más, siempre que se haya 
dado vista a la autoridad competente sobre probables hechos ilícitos 
cometidos en virtud de la operación respectiva. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando las Sociedad 
Financiera Popular de que se trate así lo haya acordado con su clientela, 
en los casos en que, por motivo de las investigaciones antes referidas, 
tengan evidencia de que la cuenta respectiva fue abierta con información 
o documentación falsa, o bien, que los medios de identificación pactados 
para la realización de la operación de que se trate fueron utilizados en 
forma indebida, podrán, bajo su responsabilidad, cargar el importe 
respectivo con el propósito de que se abone en la cuenta de la que 
procedieron los recursos correspondientes. 

Las Sociedades Financieras Populares que por error hayan abonado 
recursos en alguna de las cuentas que lleven a su clientela, podrán 
cargar el importe respectivo a la cuenta de que se trate con el propósito 
de corregir el error, siempre que así lo hayan pactado con ella. 

En los casos señalados en los cuatro párrafos anteriores, las Sociedades 
Financieras Populares deberán notificar al cliente respectivo la realización 
de cualquiera de las acciones que hayan llevado a cabo de conformidad 
con lo previsto en los mismos. 

El uso de los medios de identificación que se establezcan conforme a lo 
previsto por este artículo, en sustitución de la firma autógrafa, producirá 
los mismos efectos que las leyes otorgan a los documentos correspondientes 
y, en consecuencia, tendrán el mismo valor probatorio. 

La instalación y el uso de los equipos y medios señalados en el primer 
párrafo de este artículo se sujetarán a las reglas de carácter general que 
emita la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, sin perjuicio de las 
facultades con que cuenta el Banco de México para regular las operaciones 
relacionadas con los sistemas de pagos y las de transferencias de fondos 
en términos de su ley. 

Las Sociedades Financieras Populares podrán intercambiar la información 
contemplada en las disposiciones de carácter general a que se refiere el 

artículo 124 de esta Ley, con el fin de fortalecer las medidas para prevenir 
y detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favorecer, 
prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la 
comisión de los delitos en contra de su clientela o de la propia Sociedad. 

El intercambio de información a que se refiere el párrafo anterior no 
implicará trasgresión alguna a lo establecido en el artículo 34 de esta 
Ley.

Artículo 105.- Las Sociedades Financieras Populares estarán obligadas 
a pagar al Fondo de Protección, las cuotas mensuales que determine el 
Comité de Protección al Ahorro.

El Fondo de Protección tendrá como fin primordial, procurar cubrir los 
depósitos de dinero de cada ahorrador a que se refiere el inciso a) de la 
fracción I del Artículo 36 de la presente Ley, en los términos establecidos 
por el Artículo 112 de la misma, hasta por una cantidad equivalente a 
veinticinco mil UDIS, por persona física o moral, cualquiera que sea el 
número y clase de operaciones a su favor y a cargo de una misma 
Sociedad Financiera Popular, en caso de que se declare su disolución y 
liquidación, o se decrete su concurso mercantil.

El Fondo de Protección no garantizará las operaciones siguientes:

I. Las obligaciones o depósitos a favor de los miembros del 
Consejo de Administración y comisario, así como de funcionarios 
de los dos primeros niveles jerárquicos de la Sociedad Financiera 
Popular de que se trate.

II. Las operaciones que no se hayan sujetado a las disposiciones 
legales, reglamentarias, administrativas, así como a las sanas 
prácticas y usos entre las Sociedades Financieras Populares, en 
las que exista mala fe del titular y las relacionadas con actos u 
operaciones ilícitas que se ubiquen en los supuestos del Artículo 
400 Bis del Código Penal para el Distrito Federal en Materia de 
Fuero Común y para toda la República en Materia de Fuero 
Federal.

Las Sociedades Financieras Populares tendrán la obligación de informar 
a sus Clientes, así como al público en general, sobre los términos y 
condiciones del Fondo de Protección.

    CÓDIGO PENAL FEDERAL

Artículo 139.- Se impondrá pena de prisión de quince a cuarenta años y 
cuatrocientos a mil doscientos días multa, sin perjuicio de las penas que 
correspondan por otros delitos que resulten:

I. A quien utilizando sustancias tóxicas, armas químicas, biológicas o 
similares, material radioactivo, material nuclear, combustible 
nuclear, mineral radiactivo, fuente de radiación o instrumentos 
que emitan radiaciones, explosivos, o armas de fuego, o por 
incendio, inundación o por cualquier otro medio violento, 
intencionalmente realice actos en contra de bienes o servicios, 
ya sea públicos o privados, o bien, en contra de la integridad 
física, emocional, o la vida de personas, que produzcan alarma, 
temor o terror en la población o en un grupo o sector de ella, 
para atentar contra la seguridad nacional o presionar a la 
autoridad o a un particular, u obligar a éste para que tome una 
determinación.

II. Al que acuerde o prepare un acto terrorista que se pretenda 
cometer, se esté cometiendo o se haya cometido en territorio 
nacional. 

Las sanciones a que se refiere el primer párrafo de este artículo se 
aumentarán en una mitad, cuando además: 

I. El delito sea cometido en contra de un bien inmueble de acceso 
público; 

II. Se genere un daño o perjuicio a la economía nacional, o 
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     LEY DE AHORRO Y CRÉDITO POPULAR

Artículo 34.- La información y documentación relativa a las operaciones 
y servicios a que se refiere el Artículo 36 de la presente Ley, tendrá 
carácter confidencial, por lo que las Sociedades Financieras Populares, 
en protección del derecho a la privacidad de sus Clientes que en este 
Artículo se establece, en ningún caso podrán dar noticias o información 
de los depósitos, operaciones o servicios, sino al depositante, deudor, 
titular, beneficiario, a sus representantes legales o a quienes tengan 
otorgado poder para disponer de la cuenta o para intervenir en la opera-
ción o servicio.

Como excepción a lo dispuesto por el párrafo anterior, las Sociedades 
Financieras Populares estarán obligadas a dar las noticias o información 
a que se refiere dicho párrafo, cuando lo solicite la autoridad judicial en 
virtud de providencia dictada en juicio en el que el titular o, en su caso, el 
depositante, deudor, titular o beneficiario sea parte o acusado. Para los 
efectos del presente párrafo, la autoridad judicial podrá formular su 
solicitud directamente a la Sociedad Financiera Popular con nivel de 
operaciones I a IV, o a través de la Comisión.

Las Sociedades Financieras Populares también estarán exceptuadas de 
la prohibición prevista en el primer párrafo de este Artículo y, por tanto, 
obligadas a dar las noticias o información mencionadas, en los casos en 
que sean solicitadas por las autoridades siguientes:

I.         El Procurador General de la República o el servidor público en 
quien delegue facultades para requerir información, para la 
comprobación del cuerpo del delito y de la probable responsabilidad 
del indiciado;

II.        Los procuradores generales de justicia de los Estados de la 
Federación y del Distrito Federal o subprocuradores, para la 
comprobación del cuerpo del delito y de la probable responsabilidad 
del indiciado;

III.        El Procurador General de Justicia Militar, para la comprobación 
del cuerpo del delito y de la probable responsabilidad del indiciado;

IV.          Las autoridades hacendarias federales, para fines fiscales;

V.           La Secretaría, para efectos de lo dispuesto por el Artículo 124 de 
la presente Ley;

VI. El Tesorero de la Federación, cuando el acto de vigilancia lo 
amerite, para solicitar los estados de cuenta y cualquier otra 
información relativa a las cuentas personales de los servidores 
públicos, auxiliares y, en su caso, particulares relacionados con 
la investigación de que se trate;

VII. La Auditoría Superior de la Federación, en ejercicio de sus 
facultades de revisión y fiscalización de la Cuenta Pública 
Federal y respecto a cuentas o contratos a través de los cuáles 
se administren o ejerzan recursos públicos federales;

VIII. El titular y los subsecretarios de la Secretaría de la Función 
Pública, en ejercicio de sus facultades de investigación o auditoría 
para verificar la evolución del patrimonio de los servidores 
públicos federales.

La solicitud información y documentación a que se refiere el párrafo 
anterior, deberá formularse en todo caso, dentro del procedimiento de de 
verificación a que se refieren los Artículos 41 y 42 de la Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, y

IX. La Unidad de Fiscalización de los Recursos de los Partidos 
Políticos, órgano técnico del Consejo General del Instituto 
Federal Electoral, para el ejercicio de sus atribuciones legales, 
en los términos establecidos en el Código Federal de Instituciones 
y Procedimientos Electorales. Las autoridades electorales de las 
entidades federativas solicitarán y obtendrán la información que 
resulte necesaria también para el ejercicio de sus atribuciones 
legales a través de la unidad primeramente mencionada.

Las autoridades mencionadas en las fracciones anteriores solicitarán las 
noticias o información a que se refiere este Artículo en el ejercicio de sus 
facultades y de conformidad con las disposiciones legales que les 
resulten aplicables.

Las solicitudes a que se refiere el tercer párrafo de este Artículo deberán 
formularse con la debida fundamentación y motivación, por conducto de 
la Comisión respecto de las Sociedades Financieras Populares. Los 
servidores públicos y las instituciones señalados en las fracciones I y VII, 
y la unidad de fiscalización a que se refiere la fracción IX, podrán optar 
por solicitar a la autoridad judicial que expida la orden correspondiente, a 
efecto de que la Sociedad Financiera Popular entregue la información 
requerida, siempre que dichos servidores o autoridades especifiquen la 
denominación de la Sociedad, el número de cuenta, nombre del 
cuentahabiente o Cliente y demás datos y elementos que permitan su 
identificación plena, de acuerdo con la operación de que se trate.

Los empleados y funcionarios de las Sociedades Financieras Populares 
serán responsables, en los términos de las disposiciones aplicables, por 
violación del secreto que se establece y las sociedades estarán obligadas 
en caso de revelación indebida del secreto, a reparar los daños y 
perjuicios que se causen.

Lo anterior, no afecta en forma alguna la obligación que tienen las 
Sociedades Financieras Populares de proporcionar a la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, toda clase de información y documentos 
que, en ejercicio de sus funciones de inspección y vigilancia, les solicite 
en relación con las operaciones que celebren y los servicios que presten.

Los documentos y los datos que proporcionen las Sociedades Financieras 
Populares como consecuencia de las excepciones del presente Artículo, 
sólo podrán ser utilizados en las actuaciones que correspondan en 
términos de Ley y, respecto de aquéllos, se deberá observar la más 
estricta confidencialidad, aun cuando el servidor público que hubiere 
tenido conocimiento de la información de que se trate, se separe del 
servicio. Al servidor público que indebidamente quebrante la reserva de 
las actuaciones, proporcione copia de las mismas o de los documentos 
con ellas relacionados, o que de cualquier otra forma revele información 
en ellos contenida, quedará sujeto a las responsabilidades administrativas, 
civiles o penales correspondientes.

Las Sociedades Financieras Populares deberán dar contestación a los 
requerimientos que la Comisión les formule en virtud de las peticiones de 
las autoridades indicadas en este Artículo, dentro de los plazos que la 
misma determine. La propia Comisión podrá sancionar a las sociedades 
que no cumplan con los plazos y condiciones que se establezcan, de 
conformidad con lo dispuesto por el Título Sexto de la presente Ley.

La Comisión emitirá disposiciones de carácter general en las que 
establezca los requisitos que deberán reunir las solicitudes o requerimientos 
de información que formulen las autoridades a que se refiere este Artículo, 
a efecto de que las Sociedades Financieras Populares requeridas estén 
en aptitud de identificar, localizar y aportar las noticias o información 
solicitadas.

III. En la comisión del delito se detenga en calidad de rehén a una 
persona.

Artículo 148 Bis.- Se impondrá pena de prisión de quince a cuarenta 
años y de cuatrocientos a mil doscientos días multa, sin perjuicio de las 
penas que correspondan por otros delitos que resulten:

I. A quien utilizando sustancias tóxicas, armas químicas, biológicas o 
similares, material radioactivo, material nuclear, combustible 
nuclear, mineral radiactivo, fuente de radiación o instrumentos 
que emitan radiaciones, explosivos o armas de fuego, o por 
incendio, inundación o por cualquier otro medio violento, realice 
en territorio mexicano, actos en contra de bienes, personas o 
servicios, de un Estado extranjero, o de cualquier organismo u 
organización internacionales, que produzcan alarma, temor o 
terror en la población o en un grupo o sector de ella, para presionar 
a la autoridad de ese Estado extranjero, u obligar a éste o a un 
organismo u organización internacionales para que tomen una 
determinación;

II. Al que cometa el delito de homicidio o algún acto contra la 
libertad de una persona internacionalmente protegida;

III. Al que realice, en territorio mexicano, cualquier acto violento en 
contra de locales oficiales, residencias particulares o medios de 
transporte de una persona internacionalmente protegida, que 
atente en contra de su vida o su libertad, o 

IV. Al que acuerde o prepare en territorio mexicano un acto terrorista 
que se pretenda cometer, se esté cometiendo o se haya cometido 
en el extranjero. 

Para efectos de este artículo se entenderá como persona internacionalmente 
protegida a un jefe de Estado incluso cada uno de los miembros de un 
órgano colegiado cuando, de conformidad con la constitución respectiva, 
cumpla las funciones de jefe de Estado, un jefe de gobierno o un ministro 
de relaciones exteriores, así como los miembros de su familia que lo 
acompañen y, además, a cualquier representante, funcionario o personalidad 
oficial de un Estado o cualquier funcionario, personalidad oficial u otro 
agente de una organización intergubernamental que, en el momento y en 
el lugar en que se cometa un delito contra él, los miembros de su familia 
que habiten con él, sus locales oficiales, su residencia particular o sus 
medios de transporte, tenga derecho a una protección especial conforme 
al derecho internacional.

Artículo 400 Bis. Se impondrá de cinco a quince años de prisión y de mil 
a cinco mil días multa al que, por sí o por interpósita persona realice 
cualquiera de las siguientes conductas:

I. Adquiera, enajene, administre, custodie, posea, cambie, 
convierta, deposite, retire, dé o reciba por cualquier motivo, 
invierta, traspase, transporte o transfiera, dentro del territorio 
nacional, de éste hacia el extranjero o a la inversa, recursos, 
derechos o bienes de cualquier naturaleza, cuando tenga 
conocimiento de que proceden o representan el producto de una 
actividad ilícita, o 

II. Oculte, encubra o pretenda ocultar o encubrir la naturaleza, 
origen, ubicación, destino, movimiento, propiedad o titularidad 
de recursos, derechos o bienes, cuando tenga conocimiento de 
que proceden o representan el producto de una actividad ilícita.

Para efectos de este Capítulo, se entenderá que son producto de una 
actividad ilícita, los recursos, derechos o bienes de cualquier naturaleza, 
cuando existan indicios fundados o certeza de que provienen directa o 
indirectamente, o representan las ganancias derivadas de la comisión de 
algún delito y no pueda acreditarse su legítima procedencia. 

En caso de conductas previstas en este Capítulo, en las que se utilicen 
servicios de instituciones que integran el sistema financiero, para 
proceder penalmente se requerirá la denuncia previa de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público. 

Cuando la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en ejercicio de sus 
facultades de fiscalización, encuentre elementos que permitan presumir 
la comisión de alguno de los delitos referidos en este Capítulo, deberá 
ejercer respecto de los mismos las facultades de comprobación que le 
confieren las leyes y denunciar los hechos que probablemente puedan 
constituir dichos ilícitos.

      CÓDIGO DE COMERCIO

Artículo 97.- Cuando la ley requiera o las partes acuerden la existencia 
de una Firma en relación con un Mensaje de Datos, se entenderá 
satisfecho dicho requerimiento si se utiliza una Firma Electrónica que 
resulte apropiada para los fines para los cuales se generó o comunicó 
ese Mensaje de Datos.

La Firma Electrónica se considerará Avanzada o Fiable si cumple por lo 
menos los siguientes requisitos:

I.  Los Datos de Creación de la Firma, en el contexto en que son 
utilizados, corresponden exclusivamente al Firmante;

II.  Los Datos de Creación de la Firma estaban, en el momento de 
la firma, bajo el control exclusivo del Firmante;

III.  Es posible detectar cualquier alteración de la Firma Electrónica 
hecha después del momento de la firma, y

IV.  Respecto a la integridad de la información de un Mensaje de 
Datos, es posible detectar cualquier alteración de ésta hecha 
después del momento de la firma.

Lo dispuesto en el presente artículo se entenderá sin perjuicio de la 
posibilidad de que cualquier persona demuestre de cualquier otra 
manera la fiabilidad de una Firma Electrónica; o presente pruebas de que 
una Firma Electrónica no es fiable.

DISPOSICIONES DE CARÁCTER GENERAL APLICABLES A LAS 
ENTIDADES DE AHORRO Y CRÉDITO POPULAR, ORGANISMOS 
DE INTEGRACIÓN, SOCIEDADES FINANCIERAS COMUNITARIAS 
Y ORGANISMOS DE INTEGRACIÓN FINANCIERA RURAL, A QUE 
SE REFIERE LA LEY DE AHORRO Y CREDITO POPULAR

Artículo 265 Bis 9.- La Sociedad Financiera Popular podrá permitir a sus 
Usuarios registrar Cuentas Destino Recurrentes, siempre y cuando se 
sujeten a lo siguiente: 

I. Utilizar, al momento de la solicitud de registro de la Cuenta 
Destino Recurrente, un segundo Factor de Autenticación 
Categorías 3 o 4 a que se refiere el Artículo 265 Bis 4 de estas 
disposiciones.

II. Para que un Usuario solicite el registro de una Cuenta Destino 
Recurrente, esta deberá cumplir con los siguientes requisitos:

a) Haber transcurrido 90 días desde su registro como Cuenta 
Destino.

b) Que en dicho período, el Usuario haya utilizado la Cuenta 
Destino al menos en 3 ocasiones.

c) Que no se hayan presentado reclamaciones sobre dichas 
operaciones en el período mencionado en el inciso a). 

III. Para realizar operaciones monetarias hacia la Cuenta Destino 
Recurrente, la Sociedad Financiera Popular podrá solicitar al 
Usuario un solo Factor de Autenticación Categorías 2, 3 o 4.

Artículo 45 Bis.- Las Sociedades Financieras Populares podrán pactar 
la celebración de sus operaciones y la prestación de servicios con sus 
clientes mediante el uso de equipos, medios electrónicos, ópticos o de 
cualquier otra tecnología, sistemas automatizados de procesamiento de datos y 
redes de telecomunicaciones, ya sean privados o públicos, y establecerán 
en los contratos respectivos las bases para determinar lo siguiente:

I. Las operaciones y servicios cuya prestación se pacte;

II. Los medios de identificación del usuario y las responsabilidades 
correspondientes a su uso, y 

III. Los medios por los que se hagan constar la creación, transmisión, 
modificación o extinción de derechos y obligaciones inherentes 
a las operaciones y servicios de que se trate. 

Cuando así lo acuerden con su clientela, las Sociedades Financieras 
Populares podrán suspender o cancelar el trámite de operaciones que 
aquella pretenda realizar mediante el uso de equipos o medios a que se 
refiere el primer párrafo de este artículo, siempre que cuenten con 
elementos suficientes para presumir que los medios de identificación 
pactados para tal efecto han sido utilizados en forma indebida. Lo 
anterior también resultará aplicable cuando dichas Sociedades detecten 
algún error en la instrucción respectiva. 

Asimismo, las Sociedades Financieras Populares podrán acordar con su 
clientela que, cuando ésta haya recibido recursos mediante alguno de los 
equipos o medios señalados en el párrafo anterior y aquéllas cuenten 
con elementos suficientes para presumir que los medios de identificación 
pactados para tal efecto han sido utilizados en forma indebida, podrán 
restringir hasta por quince días hábiles la disposición de tales recursos, a 
fin de llevar a cabo las investigaciones y las consultas que sean necesarias 
con otras Sociedades Financieras Populares relacionadas con la operación 
de que se trate. La Sociedad de que se trate podrá prorrogar el plazo 
antes referido hasta por diez días hábiles más, siempre que se haya 
dado vista a la autoridad competente sobre probables hechos ilícitos 
cometidos en virtud de la operación respectiva. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando las Sociedad 
Financiera Popular de que se trate así lo haya acordado con su clientela, 
en los casos en que, por motivo de las investigaciones antes referidas, 
tengan evidencia de que la cuenta respectiva fue abierta con información 
o documentación falsa, o bien, que los medios de identificación pactados 
para la realización de la operación de que se trate fueron utilizados en 
forma indebida, podrán, bajo su responsabilidad, cargar el importe 
respectivo con el propósito de que se abone en la cuenta de la que 
procedieron los recursos correspondientes. 

Las Sociedades Financieras Populares que por error hayan abonado 
recursos en alguna de las cuentas que lleven a su clientela, podrán 
cargar el importe respectivo a la cuenta de que se trate con el propósito 
de corregir el error, siempre que así lo hayan pactado con ella. 

En los casos señalados en los cuatro párrafos anteriores, las Sociedades 
Financieras Populares deberán notificar al cliente respectivo la realización 
de cualquiera de las acciones que hayan llevado a cabo de conformidad 
con lo previsto en los mismos. 

El uso de los medios de identificación que se establezcan conforme a lo 
previsto por este artículo, en sustitución de la firma autógrafa, producirá 
los mismos efectos que las leyes otorgan a los documentos correspondientes 
y, en consecuencia, tendrán el mismo valor probatorio. 

La instalación y el uso de los equipos y medios señalados en el primer 
párrafo de este artículo se sujetarán a las reglas de carácter general que 
emita la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, sin perjuicio de las 
facultades con que cuenta el Banco de México para regular las operaciones 
relacionadas con los sistemas de pagos y las de transferencias de fondos 
en términos de su ley. 

Las Sociedades Financieras Populares podrán intercambiar la información 
contemplada en las disposiciones de carácter general a que se refiere el 

artículo 124 de esta Ley, con el fin de fortalecer las medidas para prevenir 
y detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran favorecer, 
prestar ayuda, auxilio o cooperación de cualquier especie para la 
comisión de los delitos en contra de su clientela o de la propia Sociedad. 

El intercambio de información a que se refiere el párrafo anterior no 
implicará trasgresión alguna a lo establecido en el artículo 34 de esta 
Ley.

Artículo 105.- Las Sociedades Financieras Populares estarán obligadas 
a pagar al Fondo de Protección, las cuotas mensuales que determine el 
Comité de Protección al Ahorro.

El Fondo de Protección tendrá como fin primordial, procurar cubrir los 
depósitos de dinero de cada ahorrador a que se refiere el inciso a) de la 
fracción I del Artículo 36 de la presente Ley, en los términos establecidos 
por el Artículo 112 de la misma, hasta por una cantidad equivalente a 
veinticinco mil UDIS, por persona física o moral, cualquiera que sea el 
número y clase de operaciones a su favor y a cargo de una misma 
Sociedad Financiera Popular, en caso de que se declare su disolución y 
liquidación, o se decrete su concurso mercantil.

El Fondo de Protección no garantizará las operaciones siguientes:

I. Las obligaciones o depósitos a favor de los miembros del 
Consejo de Administración y comisario, así como de funcionarios 
de los dos primeros niveles jerárquicos de la Sociedad Financiera 
Popular de que se trate.

II. Las operaciones que no se hayan sujetado a las disposiciones 
legales, reglamentarias, administrativas, así como a las sanas 
prácticas y usos entre las Sociedades Financieras Populares, en 
las que exista mala fe del titular y las relacionadas con actos u 
operaciones ilícitas que se ubiquen en los supuestos del Artículo 
400 Bis del Código Penal para el Distrito Federal en Materia de 
Fuero Común y para toda la República en Materia de Fuero 
Federal.

Las Sociedades Financieras Populares tendrán la obligación de informar 
a sus Clientes, así como al público en general, sobre los términos y 
condiciones del Fondo de Protección.

    CÓDIGO PENAL FEDERAL

Artículo 139.- Se impondrá pena de prisión de quince a cuarenta años y 
cuatrocientos a mil doscientos días multa, sin perjuicio de las penas que 
correspondan por otros delitos que resulten:

I. A quien utilizando sustancias tóxicas, armas químicas, biológicas o 
similares, material radioactivo, material nuclear, combustible 
nuclear, mineral radiactivo, fuente de radiación o instrumentos 
que emitan radiaciones, explosivos, o armas de fuego, o por 
incendio, inundación o por cualquier otro medio violento, 
intencionalmente realice actos en contra de bienes o servicios, 
ya sea públicos o privados, o bien, en contra de la integridad 
física, emocional, o la vida de personas, que produzcan alarma, 
temor o terror en la población o en un grupo o sector de ella, 
para atentar contra la seguridad nacional o presionar a la 
autoridad o a un particular, u obligar a éste para que tome una 
determinación.

II. Al que acuerde o prepare un acto terrorista que se pretenda 
cometer, se esté cometiendo o se haya cometido en territorio 
nacional. 

Las sanciones a que se refiere el primer párrafo de este artículo se 
aumentarán en una mitad, cuando además: 

I. El delito sea cometido en contra de un bien inmueble de acceso 
público; 

II. Se genere un daño o perjuicio a la economía nacional, o 
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